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División de Fiscalización Operativa y Evaluativa

Área De Servicios Agropecuarios y de Medio Ambiente


Al contestar refiérase 

                                al oficio Nº14546
11 de noviembre, 2005

 FOE-AM-0658

Señor

Marco Antonio Jiménez Muñoz

Secretario Municipal

Municipalidad de Nicoya

Estimado señor:

Asunto:  
Remisión del informe No. DFOE-AM-21/2005 sobre los resultados del estudio efectuado en la Municipalidad de Nicoya, con respecto al cumplimiento de las disposiciones cursadas en el informe No. DFOE-AM-17/2004, relativas a la zona marítimo terrestre. 

Para que lo haga de conocimiento del Concejo, me permito remitirle copia del informe No. DFOE-AM-21/2005 sobre los resultados del estudio efectuado en la Municipalidad de Nicoya, con respecto al cumplimiento de las disposiciones cursadas en el informe No. DFOE-AM-17/2004 del 2 de setiembre de 2004, relativas a la zona marítimo terrestre.

Mucho estimaré a los señores regidores estudiar el contenido del informe, dictar los acuerdos mediante los cuales se acaten las disposiciones contenidas en el punto 4.1 del documento y comunicarlos a esta Contraloría General en un plazo de quince días hábiles contados a partir de la fecha de recibo de la presente comunicación.


De conformidad con lo establecido por el artículo 245 de la Ley General de la Administración Pública, contra el presente acto caben los recursos de revocatoria y apelación, que deberán ser interpuestos dentro de tercero día partir de la notificación ante el órgano que lo haya emitido, correspondiéndole a éste la resolución de la revocatoria y al Contralor General de la República la apelación.

Atentamente,

Licda. Lilliam Marín Guillén, MBA

Gerente de Área

RGBI/LMG/mcmd

ci
Archivo Central

Archivo originales (2005001211-1)
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Al contestar refiérase 

                          al oficio Nº 14547
11 de noviembre, 2005

FOE-AM-0659

Señor

Bernardo Vargas Quirós

Alcalde Municipal

Municipalidad de Nicoya

Estimado señor:

Asunto:  
Remisión del informe No. DFOE-AM-21/2005 sobre los resultados del estudio efectuado en la Municipalidad de Nicoya, con respecto al cumplimiento de las disposiciones cursadas en el informe No. DFOE-AM-17/2004, relativas a la zona marítimo terrestre. 

Para su conocimiento, me permito remitirle copia del informe No. DFOE-AM-21/2005 sobre los resultados del estudio efectuado en la Municipalidad de Nicoya, con respecto al cumplimiento de las disposiciones cursadas en el informe No. DFOE-AM-17/2004 del 2 de setiembre de 2004, relativas a la zona marítimo terrestre.

Mucho le estimaré estudiar el contenido del informe, realizar las acciones necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones contenidas en el punto 4.2 del documento y comunicar dichas acciones a esta Contraloría General en un plazo de quince días hábiles contados a partir de la fecha de recibo de la presente comunicación.

Atentamente,

Licda. Lilliam Marín Guillén, MBA

Gerente de Área

RGBI/LMG/mcmd

ci
Archivo Central

Archivo originales (2005001211-1)

Informes de Fiscalizaciones
Al contestar refiérase 

              al oficio Nº 14553
11 de noviembre, 2005

FOE-AM-0662

Señor

Gilberto Lizano Elizondo

Auditor Interno Municipal

Municipalidad de Nicoya

Estimado señor:

Asunto:  
Remisión del informe No. DFOE-AM-21/2005 sobre los resultados del estudio efectuado en la Municipalidad de Nicoya, con respecto al cumplimiento de las disposiciones cursadas en el informe No. DFOE-AM-17/2004, relativas a la zona marítimo terrestre. 

Para su conocimiento, me permito remitirle copia del informe No. DFOE-AM-21/2005 sobre los resultados del estudio efectuado en la  Municipalidad de Nicoya, con respecto al cumplimiento de las disposiciones cursadas en el informe No. DFOE-AM-17/2004 del 2 de setiembre de 2004, relativas a la zona marítimo terrestre.

Atentamente,

Licda. Lilliam Marín Guillén, MBA

Gerente de Área

RGBI/LMG/mcmd

ci
Archivo Central

Archivo originales (2005001211-1)
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INFORME DFOE-AM-21/2005

11 de noviembre, 2005 

DIVISIÓN DE FISCALIZACIÓN OPERATIVA Y EVALUATIVA

ÁREA DE SERVICIOS AGROPECUARIOS Y DE MEDIO AMBIENTE

INFORME SOBRE LOS RESULTADOS DEL  ESTUDIO REALIZADO EN LA MUNICIPALIDAD DE NICOYA,  CON RESPECTO AL CUMPLIMIENTO

DE LAS DISPOSICIONES  CURSADAS EN EL INFORME

No. DFOE-AM-17/2004, RELATIVAS A LA ZONA

 MARÍTIMO TERRESTRE.

1.
INTRODUCCIÓN.

1.1.
ORIGEN DEL ESTUDIO.

El estudio se realizó en cumplimiento del Plan Operativo del año 2005 y en el ejercicio de las potestades de fiscalización superior que la normativa vigente confiere a esta Contraloría General.
1.2.
OBJETIVO DEL ESTUDIO.

Verificar el efectivo cumplimiento de las disposiciones cursadas por la Contraloría General de la República a la Municipalidad de Nicoya, mediante el informe No. DFOE-AM-17/2004, y en materia de zona marítimo terrestre.

1.3.
ALCANCE DEL ESTUDIO.

El estudio comprendió la verificación del acatamiento de las disposiciones emitidas al Concejo y Alcalde municipales, en el informe No. DFOE-AM-17/2004 del 2 de setiembre de 2004, relacionadas con la zona marítimo terrestre.

1.4
VALIDACIÓN DE RESULTADOS.

Los resultados obtenidos producto del estudio realizado, fueron validados con la Administración Municipal en reunión sostenida el 28 de octubre de 2005.  En dicha reunión estuvo presente el señor Bernardo Vargas Quirós, Alcalde Municipal, y la Licda. Fabiola Quesada Jiménez, Jefe del Departamento de Zona Marítimo Terrestre, quienes manifestaron su conformidad con dichos resultados.

2.
RESULTADOS.

2.1.
OCUPACIÓN ILEGAL DETECTADA EN LA ZONA PÚBLICA DE LA ZONA MARÍTIMO TERRESTRE DEL CANTÓN.

a)
Esta Contraloría General, en el informe No. DFOE-AM-17/2004 del 2 de setiembre de 2004, señaló la presencia de gran cantidad de construcciones y edificaciones ilegales dentro de la zona pública de la zona marítimo terrestre del cantón, y concluyó que dicha área no se encontraba plenamente dedicada al uso público y, en especial, al libre tránsito de las personas, tal como lo exige la Ley sobre la Zona Marítimo Terrestre, Ley No. 6043 del 17 de febrero de 1977, situación que además, afectaba la preservación de esa misma zona pública y de sus manglares.  Al respecto, se giró al Concejo la disposición 4.1. b), que establece:

“Ordenar al Alcalde Municipal el inicio inmediato de acciones administrativas  estrictas y efectivas tendientes a poner a derecho la ocupación ilegal que sufre la zona pública de la zona marítimo terrestre del cantón de Nicoya, de manera que dicha área se destine por completo y sin restricciones de ninguna índole al uso público, se protejan y conserven en forma adecuada sus recursos naturales, y se preserve su belleza escénica, todo ello acorde con las disposiciones contenidas en la Ley sobre la Zona Marítimo Terrestre y su Reglamento.  De conformidad con lo dispuesto en el capítulo VII, artículos 61 y siguientes de esa misma Ley, se deberán establecer las responsabilidades que correspondan por la utilización irregular de los terrenos que conforman la indicada zona pública…/.”.



b)
El 2 de setiembre de 2004, se remitió a la Municipalidad de Nicoya el documento denominado “Construcciones ilegales detectadas como resultado de la inspección realizada en la zona pública de la zona marítimo terrestre del cantón de Nicoya”, a efecto de que esa Corporación contara con información base para el inicio de las acciones administrativas solicitadas en la disposición 4.1. b) del informe DFOE-AM-17/2004, cursada con el propósito de poner a derecho la situación de ocupación ilegal detectada en esa porción de la zona marítimo terrestre
.  Como se indicó en ese oficio, tales construcciones ilegales fueron detectadas como parte del estudio realizado por esta Contraloría General que diera origen al informe DFOE-AM-17/2004 mencionado; las que por tratarse de una muestra, no constituye el total de las construcciones ilegales presentes en la zona marítimo terrestre del cantón de Nicoya, por lo que completar la totalidad de los casos quedó a responsabilidad de la Municipalidad. 



c)
El Concejo, en la sesión ordinaria No. 126 del 30 de setiembre de 2004, tomó los acuerdos necesarios para dar cumplimiento a esta disposición, y ordenó al Alcalde Municipal el inicio inmediato de acciones administrativas estrictas y efectivas para poner a derecho la situación de ocupación ilegal que mostró la zona pública de la zona marítimo terrestre del cantón.  Así, el señor Bernardo Vargas Quirós, Alcalde Municipal, se constituyó por mandato del Concejo en el responsable directo del cumplimiento de las disposiciones señaladas.

d)
El señor Bernardo Vargas Quirós, Alcalde Municipal, en un primer informe sobre el cumplimiento de esta disposición, indicó que se había contratado una inspección detallada en la zona pública de la zona marítimo terrestre bajo jurisdicción municipal, en los sectores costeros de Sámara y Garza, a efecto de identificar a la totalidad de los infractores y  contar con la información precisa para iniciar el trámite de notificación correspondiente, como parte del debido proceso a realizar a cada uno de ellos
.  Agregó que esa labor había concluido el 17 de diciembre de 2004 y adjuntó a su oficio una lista de 57  personas (físicas y jurídicas( a quienes se les había notificado la orden de desalojo y la decisión municipal de proceder a demoler sus construcciones en virtud de haber sido levantadas dentro de la zona pública de la ZMT.

.



En esa misma oportunidad, el señor Vargas Quirós indicó que algunas de las personas identificadas como infractores en Playa Sámara habían construido antes del nuevo amojonamiento (1998(, y como sus terrenos en ese entonces no invadían la zona pública, existía la posibilidad de que contaran con permiso de construcción y de que fuera necesario indemnizarlos, en el evento de que se ordenara el desalojo y la demolición de sus edificaciones por ubicarse, actualmente, dentro  de la mencionada zona pública.  Por ello, señaló que se estaba solicitando un informe al Departamento de Construcciones para identificar esos casos y no incurrir en eventuales responsabilidades.

e)
En un segundo informe, el señor Vargas Quirós, Alcalde Municipal, refirió las acciones municipales emprendidas contra algunos infractores en la zona pública de la zona marítimo terrestre de Playa Sámara, y remitió una nueva lista de infractores detectados, esta vez el número alcanzó a 100 personas (físicas y jurídicas(, a quienes según señaló, se les había notificado su condición a efecto de proceder a su desalojo y posterior demolición de las construcciones levantadas
.


f)
En el presente estudio, se estableció que la Municipalidad de Nicoya detectó a la fecha un total de 103 infractores en la zona pública de la zona marítimo terrestre del cantón.

Tal como fue informado por el Alcalde Municipal, las labores de desalojo de los infractores y la consecuente demolición de las construcciones ilegales levantadas en la zona pública se inició en el sector de Playa Sámara, y de conformidad con la evidencia documental contenida en cada uno de los expedientes administrativos que obran en poder del Departamento de Zona Marítimo Terrestre, a la fecha se ha logrado poner a derecho la situación de ocupación ilegal de 38 de esos 103 infractores, y en el caso de otros 5 infractores, la demolición de sus construcciones se ha logrado en forma parcial.   Lo anterior, permite concluir que la disposición 4.1. b) del informe No. DFOE-AM-17/2004 presenta un grado de avance en su cumplimiento del 37%, lo cual resulta significativo.

En inspección realizada los días 25, 26 y 27 de octubre de 2005 en Playa Sámara, se verificó la demolición de algunas de las estructuras mencionadas. 



g)
En relación con este mismo tema es importante señalar que en 33 de los 103 casos de ocupación ilegal detectados (32%), los interesados interpusieron recursos administrativos diversos que a la fecha del presente estudio no han sido resueltos, lo que incide negativamente en el logro del objetivo de la disposición 4.1. b) de reiterada cita, cual es poner a derecho esa situación de ocupación ilegal a la brevedad posible.  Sobre el particular, esta Contraloría General considera que la atención de este tipo de recursos no debería ser un obstáculo importante para avanzar en la resolución de los procedimientos administrativos iniciados contra los infractores de la zona pública, máxime si se considera la existencia de jurisprudencia abundante de la Sala Constitucional y de la Procuraduría General de la República sobre esta materia.

2.2.
OCUPACIÓN ILEGAL DETECTADA EN EL ÁREA REGULADA DE LA ZONA MARÍTIMO TERRESTRE DEL CANTÓN.

               a)
En el informe No. DFOE-AM-17/2004 del 2 de setiembre de 2004, se señaló la existencia de diversas situaciones de ocupación ilegal en el área regulada de Playa Sámara, que evidenciaron total irrespeto a las disposiciones del Plan Regulador vigente para ese sector costero.   Por lo anterior, en el mismo informe se cursó la disposición 4.1. c), que establece:

“Ordenar al Alcalde Municipal la inmediata realización de un estudio pormenorizado  de la situación que presentan todos y cada uno de los ocupantes de terrenos en el área regulada de Playa Sámara, con el propósito de que se corrijan las situaciones irregulares detectadas en el presente estudio y para que se dé estricto cumplimiento a las disposiciones contenidas en el Plan Regulador aprobado para ese sector de la zona marítimo terrestre del cantón.   De conformidad con lo dispuesto en el capítulo VII, artículos 61 y siguientes de la Ley sobre la Zona Marítimo Terrestre, se deberán establecer las responsabilidades que correspondan por la utilización irregular de los terrenos que conforman la indicada zona regulada./…
b)
El 2 de setiembre de 2004, se remitió a la Municipalidad de Nicoya el documento denominado “Situaciones irregulares detectadas en el uso y aprovechamiento de los terrenos que conforman el área regulada de Playa Sámara”, a efecto de que sirviera de base para el cumplimiento de esta disposición
.     Los casos señalados en el informe de cita no constituían el total de las situaciones de ocupación ilegal presentes en el área regulada de Playa Sámara, de ahí que se solicitara la realización de un estudio detallado de la situación que presentan todos y cada uno de los ocupantes de esos terrenos.



c)
El Concejo, en la sesión ordinaria No. 126 del 30 de setiembre de 2004, acató la disposición cursada y ordenó al Alcalde Municipal el inicio inmediato de un estudio pormenorizado de la situación jurídica que presentan todos y cada uno de los ocupantes de terrenos en el área regulada de Playa Sámara, a efecto de poner a derecho la situación de ocupación ilegal detectada en ese sector costero.

d) El señor Bernardo Vargas Quirós, Alcalde Municipal, informó con respecto al cumplimiento de esta disposición que efectivamente se presentaban situaciones irregulares en el cumplimiento del Plan Regulador de Playa Sámara, por que la ocupación actual difiere de la que se proyectó en dicho instrumento de planificación
.  Agregó que esa situación había originado desde tiempo atrás que algunos interesados presentaran solicitudes de cambio de uso de suelos ante el ICT, por lo que ese Instituto trabaja en la “actualización” del Plan Regulador de Playa Sámara.  

Finalmente, señaló que hasta tanto dicho trabajo de “actualización” no esté concluido, no es posible dar cumplimiento a la disposición 4.1. c) del informe No. DFOE-AM-17/2004, por cuanto se debe establecer la situación en que quedará cada uno de los ocupantes ante los eventuales cambios que se operen en el uso de los suelos. 


e)
Sobre lo manifestado por el señor Vargas Quirós en su escrito, se reconoce que la actualización del Plan Regulador de Sámara podría modificar algunos usos de suelo actuales; sin embargo, ello constituye sólo una expectativa que, en caso de que se materialice, no podría “legalizar” bajo ninguna circunstancia la situación de ocupación ilegal detectada en el estudio realizado por esta Contraloría General, de ahí que constituye una obligación municipal el hacer respetar las disposiciones contenidas en el Plan Regulador vigente y en la Ley sobre la Zona Marítimo Terrestre, Ley No. 6043 del 17 de febrero de 1977.   Además, se debe considerar que la gran mayoría de las irregularidades detectadas en esa área regulada no se originaron precisamente en el uso incorrecto del suelo según las disposiciones contenidas en el actual Reglamento de Zonificación, sino más bien en la construcción de viviendas en lotes no concesionados, en la ocupación de lotes con áreas mayores a las autorizadas, en el cobro de canon a personas físicas o jurídicas que no ostentan siquiera la condición de permisionarios, entre otros aspectos. 

Por lo anterior, esta Contraloría General considera que la eventual aprobación de modificaciones al Plan Regulador de Sámara no puede constituir un obstáculo que impida la efectiva e inmediata implementación de la disposición 4.1. c) del informe No. DFOE-AM-17/2004, por lo que el argumento que en esta oportunidad ofreció el señor Vargas Quirós para justificar la inacción municipal en la solución de esta problemática, no resulta de recibo.  

f)
La Licda. Fabiola María Quesada Jiménez, Jefe del Departamento de Zona Marítimo Terrestre de la Municipalidad de Nicoya, mediante el oficio No. ZMT-276-05 del 13 de octubre de 2005, señaló que como una primera etapa del estudio requerido en la disposición 4.1. c) del informe No. DFOE-AM-17/2004, se encargó a la Unidad Técnica de la Zona Marítimo Terrestre la realización de un censo en el área regulada de Sámara
, con el propósito de identificar a todos y cada uno de los ocupantes y las características del lote de terreno que usufructúan.  



Indicó que una vez recibido el censo se procederá a establecer la situación jurídica de cada uno de los ocupantes del área regulada de Playa Sámara, con vista en los expedientes administrativos que maneja el Departamento de Zona Marítimo Terrestre, y a establecer si el uso de los suelos se ajusta a las disposiciones del Plan Regulador vigente, con el propósito de determinar la acción a seguir para poner a derecho aquellas situaciones de ocupación ilegal que se detecten, aparte de las ya establecidas por la Contraloría General en el oficio No. 10402 del 2 de setiembre de 2004.



Finalmente, la Licda. Quesada Jiménez señaló en su oficio que el nuevo “Plan Regulador Integral Centro de Turismo Primario Sámara – Carrillo”, que gestiona en la actualidad el Instituto Costarricense de Turismo, ya está confeccionado, se encuentra en etapa de aprobación, y se espera que en el corto plazo adquiera vigencia, situación que deberá ser considerada en el momento de establecer las acciones a seguir contra los ocupantes ilegales que se detecten en el área regulada de Sámara, por cuanto ese documento propone cambios importantes en el uso de suelos establecido por el Plan Regulador vigente.



g)
En relación con lo manifestado por la Licda. Quesada Jiménez, se tiene que a la fecha del presente estudio el censo solicitado a la denominada Unidad Técnica de la Zona Marítimo Terrestre aún no ha sido recibido por la Municipalidad de Nicoya, de ahí que no se hayan iniciado acciones para poner a derecho la situación de ocupación ilegal detectada en ese sector costero.   La ausencia del censo señalado, sin embargo, no constituye óbice para el inicio de las acciones solicitadas en el informe No. DFOE-AM-17/2004, debido a que en el documento denominado “Situaciones irregulares detectadas en el uso y aprovechamiento de los terrenos que conforman el área regulada de Playa Sámara”,  se informó al Concejo la situación que presentaron algunos de los infractores, a quienes con fundamento en esa información se les debió iniciar de inmediato los procedimientos administrativos correspondientes.


En síntesis, esta Contraloría General considera que ha transcurrido un período de tiempo razonable desde la fecha del informe No. DFOE-AM-17/2004 (más de un año( para que se implementen acciones administrativas que pongan a derecho la situación de ocupación ilegal que sufre el área regulada de Playa Sámara; sin embargo, la inacción municipal resulta evidente, sin que exista justificación para ello.  Por lo anterior, la disposición 4.1. c) del informe No. DFOE-AM-17/2004 se considera incumplida.

2.3.
OCUPACIÓN ILEGAL DETECTADA EN EL ÁREA NO REGULADA DE LA ZONA MARÍTIMO TERRESTRE DEL CANTÓN.  


a)
Esta Contraloría General, en el citado informe No. DFOE-AM-17/2004, señaló la existencia de diversas situaciones de ocupación ilegal en el área no regulada de Playa Garza, por lo que en ese mismo informe se cursó la disposición 4.1. d), que establece:

“Instruir al Alcalde Municipal para que se inicien de inmediato acciones administrativas estrictas y efectivas tendientes a poner a derecho la ocupación ilegal que sufre la zona restringida y no regulada de Playa Garza, para que el usufructo de esos terrenos se ajuste a la normativa vigente en tanto se diseña e implementa un Plan Regulador para esa zona costera.  De conformidad con lo dispuesto en el capítulo VII, artículos 61 y siguientes de la Ley sobre la Zona Marítimo Terrestre, se deberán establecer las responsabilidades que correspondan por la utilización irregular de los terrenos que conforman la indicada zona restringida no regulada./…”

b)
El 2 de setiembre de 2004, se remitió al Concejo el documento denominado “Construcciones ilegales detectadas como resultado de la inspección realizada en la zona no regulada de la zona marítimo terrestre del cantón de Nicoya”, a efecto de que sirviera de base para el cumplimiento de esta disposición
.  Los casos señalados en este informe, no constituyeron el total de las situaciones de ocupación ilegal presentes en el área no regulada de Playa Garza, por lo que debían ser completados por la Municipalidad.



c)
El Concejo, en la sesión ordinaria No. 126 del 30 de setiembre de 2004, acató la disposición cursada y ordenó al Alcalde Municipal el inicio inmediato de las acciones solicitadas, a efecto de poner a derecho la situación de ocupación ilegal detectada en ese sector costero.


d)
A la fecha del presente estudio, la Municipalidad de Nicoya no ha iniciado acciones para dar cumplimiento a la citada disposición, y no cuenta con un censo que le permita identificar a todos y cada uno de los infractores en el área no regulada de la zona marítimo terrestre en Playa Garza.

 

e)
El señor Bernardo Vargas Quirós, Alcalde Municipal, informó que se estaba gestionando la compra de un terreno para lograr la reubicación de las personas que invaden la zona pública y la zona restringida de Playa Garza, y que ya se contaba con recursos para el desarrollo de ese proyecto
.   Al respecto, no se logró constatar en el plan anual operativo confeccionado para el año 2006 y en el presupuesto ordinario aprobado por el Concejo para ese mismo período, la existencia de un proyecto concreto para reubicar a los infractores de la ZMT que se detecten en este sector costero.

Sobre el particular, el referido Alcalde Municipal aclaró que la reubicación se haría como parte del denominado Plan de Lotificación Municipal, para lo cual se cuenta con algunos inmuebles propiedad de la Institución; sin embargo, se debe considerar que la ejecución de una reubicación como la que se indica implica necesariamente la identificación de los infractores para establecer su condición socioeconómica y su calificación como beneficiarios del programa, aspectos que tienen necesariamente que ser determinados con fundamento en un censo con el que, según se comentó,  aún no se cuenta.

En resumen, pese al tiempo transcurrido desde que se cursó la disposición en comentario (más de un año( no se han implementado acciones para su debido cumplimiento, lo cual no se justifica, máxime si se considera que en el documento denominado “Construcciones ilegales detectadas como resultado de la inspección realizada en la zona no regulada de la zona marítimo terrestre del cantón de Nicoya”, se informó al Concejo la situación que presentaron algunos de los infractores detectados en el área no regulada de Playa Garza, a quienes con fundamento en esa información se les debió contactar, determinar su condición socio-económica y si el caso lo ameritaba por no tratarse de ocupantes a reubicar, iniciar de inmediato los procedimientos administrativos correspondientes para su desalojo y posterior demolición de las construcciones levantadas.

2.4.
DEFICIENCIAS DE CONTROL INTERNO DETECTADAS EN MATERIA DE ADMINISTRACIÓN Y CONTROL DE LA ZONA MARÍTIMO TERRESTRE DEL CANTÓN.



a)
Esta Contraloría General, en el informe No. DFOE-AM-17/2004 del 2 de setiembre de 2004, señaló la existencia de serias deficiencias de control interno que atentaban contra el logro del objetivo institucional en materia de administración y control de la zona marítimo terrestre, cual es la adecuada protección y preservación de ese bien de dominio público, parte importante del patrimonio nacional.   

       


Así se detectaron, principalmente, deficiencias en la labor de inspección de la ZMT, ausencia de un sistema de información computarizado o manual que permita a la administración disponer de información actualizada, oportuna y confiable con respecto a la gestión institucional referida a la administración y control de la ZMT; fallas importantes en el archivo de expedientes de concesionarios y permisionarios de la ZMT; ausencia de conciliaciones periódicas de registros que permitan detectar errores u omisiones en el proceso de los datos referentes a la determinación del importe a cobrar por el alquiler de los terrenos de la ZMT; y la ausencia de un funcionario especialmente nombrado para desempeñar las funciones de coordinación y tramitación de todos los asuntos que tienen relación con la administración y control de la zona marítimo terrestre del cantón.



b)
En el punto 4.2 del informe No. DFOE-AM-17/2004, se cursaron al Alcalde Municipal las disposiciones necesarias para corregir las deficiencias de control interno detectadas en el estudio realizado, y para garantizar el adecuado funcionamiento del sistema de control interno institucional, concretamente en lo que se refiere a la gestión que se realiza para la administración y control de la zona marítimo terrestre del cantón.



c)
El Concejo, en  la sesión ordinaria No. 131 del 1° de noviembre de 2005, atendiendo una solicitud del Alcalde Municipal tomó acuerdo firme para que los funcionarios que intervienen en los diferentes procesos relacionados con la administración y control de la ZMT, dieran estricto cumplimiento a las disposiciones cursadas por esta Contraloría General en el punto 4.2 del informe de cita; sin embargo, en el presente estudio se comprobó que algunas de esas disposiciones no se han cumplido. 




Al respecto, se debe tener presente que el artículo 17 de la Ley General de Control Interno establece que el seguimiento del sistema de control interno comprende todas las actividades que se realizan para valorar la calidad de su funcionamiento a lo largo del tiempo y para asegurar que los hallazgos de auditoría y los resultados de otras revisiones se atiendan con prontitud.  Esta norma señala que el seguimiento del sistema de control interno es deber del jerarca, lo que incluye lo siguiente:
· Que los funcionarios responsabilizados realicen continuamente las acciones de control y prevención en el curso de las operaciones normales integradas a tales acciones.

· Que la administración activa realice, por lo menos una vez al año, las autoevaluaciones que conduzcan al perfeccionamiento del sistema de control interno del cual es responsable.  Asimismo, que pueda detectar cualquier desvío que aleje a la organización del cumplimiento de sus objetivos.

· Que sean implantados los resultados de las evaluaciones periódicas que realizan la administración activa, la auditoría interna, la Contraloría General de la República, la auditoría externa y demás instituciones de control y fiscalización que correspondan, dentro de los diez días hábiles siguientes a su notificación.



d)
En el presente caso, se tiene que el Alcalde Municipal gestionó acuerdos de Concejo para que diferentes Jefaturas de Departamento procedieran al cumplimiento de las disposiciones que en materia de control interno cursó esta Contraloría General en el informe No. DFOE-AM-17/2004, pero no se aseguró de que efectivamente se implementaran las acciones que garantizaran su total y cabal cumplimiento, inobservando lo estipulado en la norma comentada.  Tal omisión, genera que a la fecha del presente estudio se mantengan deficiencias importantes en el sistema de control interno institucional, en lo que se refiere a los procesos para la administración y control de la zona marítimo terrestre, lo cual atenta contra el logro de los objetivos de protección y preservación de este bien demanial.

3.
CONCLUSIONES.

En el estudio realizado para establecer el grado de cumplimiento de las disposiciones emitidas en el informe No. DFOE-AM-17/2004, se estableció que la Municipalidad de Nicoya ha realizado un esfuerzo significativo para poner a derecho la situación de ocupación ilegal detectada en la zona pública de la ZMT del cantón; sin embargo, dicha situación aún persiste en grado importante y el cometido institucional de garantizar tanto la adecuada protección y preservación de esas áreas, como su uso general y el libre tránsito de las personas, todavía no se alcanza.
En lo que respecta a las situaciones de ocupación ilegal detectadas en la zona restringida de la  ZMT del cantón, tanto en las áreas reguladas como en las no reguladas, la Municipalidad de Nicoya no ha implementado acciones para el cumplimiento de las disposiciones emitidas, y en materia de control interno, se determinó que una parte importante de las deficiencias detectadas aún se mantienen.

Al respecto, las disposiciones emitidas por esta Contraloría General imponían al Alcalde Municipal la obligación de iniciar acciones efectivas para subsanar las deficiencias expuestas, y al Concejo ejercer estricta fiscalización sobre dichas acciones a efecto de garantizar su efectividad; sin embargo, a excepción de lo que sucede con la zona pública de la ZMT del cantón, tales obligaciones han sido en buena medida inobservadas.

Esta Contraloría General considera que desde la fecha del informe No. DFOE-AM-17/2004, 2 de setiembre de 2004, ha transcurrido un período de tiempo razonable –más de un año- para que la Municipalidad de Nicoya implementara acciones suficientes para colocarse en un mayor grado de cumplimiento de las disposiciones.  Si bien la administración municipal ha otorgado prioridad al ordenamiento de la zona pública de la ZMT del cantón, falta implementar acciones administrativas más contundentes para el ordenamiento de la zona restringida, para lo cual se cuenta con los insumos necesarios para ello.

Por lo anterior, esta Contraloría General mantendrá un seguimiento constante sobre las acciones que implemente la administración municipal para el logro de los objetivos propuestos, principalmente en materia de control interno, y ocupación ilegal del área restringida de la zona marítimo terrestre del cantón. También, se continuará con esfuerzos de capacitación para fortalecer la gestión en el tema, en conjunto con otras instituciones cuyo ámbito de acción abarca la materia de zona marítimo terrestre.

4.
DISPOSICIONES FINALES.

4.1.
AL CONCEJO.



a) 
Ordenar al Alcalde Municipal que establezca como prioridad en el marco de las labores que corresponden a la Municipalidad de Nicoya, el ordenamiento de la zona marítimo terrestre del cantón.  Con fundamento en dicha prioridad, elaborar un plan de acciones que incluya metas e indicadores de gestión que permitan evaluar su cumplimiento.  Además, ordenar a dicho funcionario que presente informes periódicos de avance en el cumplimiento de las disposiciones cursadas en el informe DFOE-AM-17/2004, Nos. 4.1  b),  4.1. c),  y 4.1. d), y las Nos. 4.2. b), 4.2. d) y 4.2. f),  que se refieren a aspectos  de control interno y que se detallan en el Anexo a este informe.



b)
Comunicar a esta Contraloría General, dentro de los próximos quince días hábiles contados a partir de la fecha de recibo de este documento, los acuerdos dictados en relación con las disposiciones anteriores.

4.2.
AL ALCALDE MUNICIPAL.

a)
Establecer como prioridad dentro del marco de labores de la Municipalidad de Nicoya, el ordenamiento de la zona marítimo terrestre del cantón.   Elaborar y someter a conocimiento del Concejo y de esta Contraloría General a más tardar el 2 de diciembre de 2005, un plan de acciones para cumplir con las disposiciones 4.1. b),  4.1. c)  y 4.1. d) del informe No. DFOE–AM-17/2004, el cual debe incluir una definición clara de los recursos humanos y materiales necesarios, un cronograma de las actividades a realizar y fechas estimadas de término.   Estas actividades deben incluir las necesarias para que se acelere y concluya con el desalojo de los infractores de la zona pública de la zona marítimo terrestre del cantón, con la demolición de las construcciones irregulares en esa área; además, deben tener como objetivo poner a derecho la situación de ocupación ilegal que presentan los ocupantes de las áreas reguladas y no reguladas de la ZMT del cantón.  Como parte del plan a definir, se debe establecer un plazo perentorio para que se resuelvan los recursos administrativos pendientes, presentados por los infractores de la zona marítimo terrestre.

b)
Evaluar y dictaminar la propuesta administrativa para crear la Unidad de Inspección que coordine las labores relativas a la zona marítimo terrestre, entre otras que se consideren pertinentes, en atención a lo ordenado en la disposición 4.2. b) del informe DFOE-AM-17/200.  Los resultados de la evaluación y el dictamen solicitado, deberán ser comunicados a esta Contraloría General a más tardar el 16 de diciembre de 2005. 

c) Gestionar el diseño e implementación de un sistema de información computarizado, manual o una mezcla de ambos, que permita disponer de información actualizada, oportuna y confiable acerca de la gestión institucional referida a la administración de la zona marítimo terrestre del cantón, para dar cumplimiento a lo ordenado en la disposición 4.2. d) del informe No. DFOE-AM-17/2004.   Un informe de las gestiones que realice y de los resultados obtenidos, deberá ser remitido a esta Contraloría General antes del 16 de diciembre de 2005.


d)
Exigir que se realice de inmediato una conciliación de los registros contenidos en la base de datos del sistema automatizado de cobros, comparándolos con la información contenida en los expedientes de cada uno de los concesionarios o permisionarios de la zona marítimo terrestre, como se indicó en la disposición 4.2  f) del informe No. DFOE-AM-11/2004.  Además, definir la periodicidad con que estas conciliaciones deben realizarse como medida preventiva de control.  Copia de la primera conciliación que se realice, deberá ser remitida a esta Contraloría General a más tardar el 31 de enero de 2006.



e)
Comunicar a esta Contraloría General dentro de los próximos 15 días hábiles contados a partir de la fecha de recibo de este documento las acciones realizadas para el cumplimiento de las anteriores disposiciones.

ANEXO

ESTADO DE CUMPLIMIENTO DE LAS DISPOSICIONES EMITIDAS A LA MUNICIPALIDAD DE

SANTA CRUZ EN MATERIA DE CONTROL INTERNO,

EN EL INFORME No. DFOE-AM-17/2004.

	DISPOSICIÓN
	DETALLE  DE  LA  DISPOSICIÓN
	ESTADO  DE  CUMPLIMIENTO

	4.2. b)
	“Ordenar al Jefe de Inspectores, el diseño inmediato de un programa de trabajo que permita  la implementación de mejoras sustanciales en la coordinación y ejecución de las labores de inspección en la zona marítimo terrestre del cantón de Nicoya.  Dicho programa deberá contener, al menos, una clara definición de las acciones a seguir y de los niveles de autoridad y responsabilidad para la toma de decisiones en el evento de que se detecten situaciones irregulares, un adecuado diseño de roles de visitas a las diferentes áreas que conforman dicha zona marítimo terrestre y una identificación precisa de los recursos disponibles para llevar a cabo las labores de inspección./…”.


	Incumplida.  Existe una propuesta administrativa mediante la cual se pretende crear una Unidad de Inspección que coordine todo lo relacionado con las labores de inspección municipal en materias tales como construcciones, patentes, protección del ambiente, zona marítimo terrestre, etc. Esta nueva Unidad, sería la encargada de programar las inspecciones y la responsable directa de introducir mejoras sustanciales en la labores de vigilancia y protección de la zona marítimo terrestre, en atención a lo ordenado en la disposición 4.2. b) del informe DFOE-AM-17/2004.  Sin embargo, es un proyecto a desarrollar en el año 2006, por lo aún no hay resultados concretos. 



	4.2. d)
	“Ordenar el inicio inmediato de acciones tendientes a diseñar e implementar un sistema de información computarizado, manual o una mezcla de ambos, que permita disponer de información actualizada, oportuna y confiable respecto de la gestión institucional referida a la administración de la zona marítimo terrestre del Cantón.”.
	Incumplida.  El Alcalde Municipal indicó que existe un proyecto en vías de aprobación que va a ser financiado por el BID, cuyo objetivo es lograr el desarrollo integral de la zona marítimo terrestre de los cantones de la provincia de Guanacaste, y en el que la Municipalidad de Nicoya fue escogida como una de las municipalidades donde se implementará el plan piloto, para lo cual se consideró dentro de los rubros a financiar la compra del software y del hardware necesario que permita el adecuado control de la ZMT.   No obstante, no existen acciones concretas para el diseño e implementación del sistema, y el proyecto citado es una expectativa.



	4.2. e)
	“Girar instrucciones al Encargado de la Oficina de Zona Marítimo Terrestre para que en lo sucesivo se implementen mejoras sustanciales en la disposición de los documentos que conforman los expedientes de concesionarios o permisionarios de la zona marítimo terrestre, a efecto de que se garantice su adecuado manejo y preservación.  Lo anterior, para dar cumplimiento a lo establecido en la norma No. 5.6 del Manual de normas generales de control interno para la Contraloría General de la República y las entidades y órganos sujetos a su fiscalización…”. 

	Cumplida. Se procedió a anular el foliado que contenían los expedientes de concesionarios y permisionarios de la zona marítimo terrestre, y se procedió a dar un nuevo foliado a los documentos.  Se observaron mejoras en el orden de los archivos y en la disposición de los expedientes. 



	4.2. f)
	“Ordenar a la Jefe del Departamento de Cobros y al Encargado de la Oficina de Zona Marítimo Terrestre, que en lo sucesivo coordinen la realización y documentación de conciliaciones periódicas de los registros contenidos en la base de datos del sistema automatizado de cobros, contra los expedientes de cada uno de los concesionarios o permisionarios de la zona marítimo terrestre, para determinar y enmendar cualquier error u omisión que se haya cometido en el procesamiento  de los datos referentes a la determinación del importe a cobrar por el alquiler de esos terrenos, consignados en los documentos fuente.



	Incumplida.  No se encontró evidencia de acciones concretas para implementar esta disposición. 

	4.2. g)
	“Ejercer las acciones que correspondan para que lo antes posible se asigne a un funcionario especialmente nombrado para ello, el desempeño de las labores de coordinación y tramitación de todos los asuntos que tienen relación con la administración y control de la zona marítimo terrestre del cantón, con el propósito de lograr una adecuada delimitación de funciones y responsabilidades en lo que a la realización de estas labores se refiere.   Lo anterior, sin perjuicio de que en forma adicional se valore la posibilidad de dotar a la Oficina de Zona Marítimo Terrestre del recurso humano necesario para garantizar el adecuado cumplimiento de las labores que le corresponde realizar.”.
	Cumplida. A partir del mes de enero de 2005 se contrató una Abogada, con especialidad en Derecho Ambiental y Agrario, como Jefe del Departamento de Zona Marítimo Terrestre. En general, se estima que esta funcionaria tiene el perfil para realizar la coordinación y tramitación de todos los asuntos que tienen relación con la administración y control de la ZMT del cantón.


















































































�  CGR, Área de Servicios Agropecuarios y de Medio Ambiente.  Oficio No. 10402 del 2 de setiembre de 2004.


�  Municipalidad de Nicoya, Alcaldía Municipal.  Oficio No. ZMT-114-05 del 5 de abril de 2005.


�  Municipalidad de Nicoya, Alcaldía Municipal.  Oficio No. ZMT-218-05 del 2 de junio de 2005.


�   CGR, Área de Servicios Agropecuarios y de Medio Ambiente.  Oficio No. 10402 del 2 de setiembre de 2004.


�   Municipalidad de Nicoya, Alcaldía Municipal.  Oficio No. ZMT-115-05 del 5 de abril de 2005.


� Unidad Técnica con sede en Liberia, creada mediante convenio por las municipalidades de los cantones costeros de Guanacaste.


�   CGR, Área de Servicios Agropecuarios y de Medio Ambiente.  Oficio No. 10402 del 2 de setiembre de 2004.


�   Municipalidad de Nicoya, Alcaldía Municipal.  Oficio No. ZMT-116-05 del 5 de abril de 2005.





